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	ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“Año del Centenario de la Promulgación de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”


	



Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforman  los Artículos 18, 20 y 23 de la Ley para la Familia del Estado de Coahuila de Zaragoza.

· Mediante la cual propone establecer la facultad de los padres que registren el nacimiento de una niña o niño, respecto al orden de los apellidos.

Planteada por la Diputada Martha Garay Cadena, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 10 de Mayo de 2017.

Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.

Fecha del Dictamen: 29 de Mayo de 2017.
Decreto No. 876
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado: P.O. 50 / 23 de Junio de 2017.
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN  LOS ARTÍCULOS 18, 20 Y 23 DE LA LEY PARA LA FAMILIA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO "GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ", DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA MARTHA GARAY CADENA, MEDIANTE LA CUAL PROPONE ESTABLECER LA FACULTAD DE LOS PADRES QUE REGISTREN EL NACIMIENTO DE UNA NIÑA O NIÑO, RESPECTO AL ORDEN DE LOS APELLIDOS.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

La que suscribe, Diputada Martha Garay Cadena, en el ejercicio de las facultades que me confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en mi carácter de Diputada Integrante de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, nos permitimos someter al mismo, la presente Iniciativa de Decreto por el que se reforman diversos artículos de la Ley de para la Familia del Estado De Coahuila de Zaragoza bajo la siguiente:

El Estado de Coahuila destaca por su compromiso en materia de derechos humanos, por lo que es de suma importancia continuar instrumentado medidas, acciones y políticas públicas para garantizar su pleno respeto.

En este contexto, es imperativo promover la adecuación de nuestro marco legal con los recientes avances que en esta materia se han dado, a fin de continuar impulsando el principio de progresividad que los caracteriza, siendo obligación del Estado el generar una mayor y mejor protección y garantía de estos derechos, de tal forma, que siempre estén en constante evolución.

Además, es deber de esta Legislatura realizar un análisis de las disposiciones jurídicas vigentes para determinar aquellas que requieran ser reformadas con la finalidad de fortalecer el marco jurídico del Estado, para que los derechos humanos sean respetados, garantizados, promovidos y protegidos, de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad.

En ese sentido, con la finalidad de impedir cualquier forma de discriminación, el primero de septiembre de dos mil catorce, se reformó el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza con el objeto de que los padres puedan acordar el orden de los apellidos de sus hijos, reforma que permitió establecer el apellido materno como primer apellido de la niña o niño, cuando tradicionalmente se hacía al contrario.

La legislación también establecía que el apellido debía ser el primero de cada uno de los padres, señalándose que en caso de desacuerdo, lo debería decidir la autoridad judicial competente, y que el orden elegido de los apellidos debía regir para los demás hijos del mismo vínculo matrimonial.

Posteriormente, se publicó la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, el quince de diciembre de dos mil quince, en la cual se establece de igual forma que los padres acordarán el orden de los apellidos, y que en caso de desacuerdo, a efecto de salvaguardar el derecho a la identidad de la niña o el niño, el o la oficial del Registro Civil elegirá, tomando en cuenta únicamente el primer apellido de aquéllos, el que corresponda por orden alfabético o, en su caso, por sorteo, lo anterior a fin de garantizar la inmediatez del registro a efecto que de ninguna manera pueda ser vulnerado este derecho.

Aunado a lo anterior, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió en sesión del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis, en el amparo en revisión 208/2016, que los padres tienen derecho a decidir el orden de los apellidos de sus hijos, y que esta decisión no puede ser limitada por razones de género.

En la citada sentencia, el ministro ponente Arturo Zaldívar Lelo de Larrea dispone respecto al derecho al nombre en relación con la vida privada y familiar que “una de las decisiones más importante para el núcleo familiar, en particular, para los progenitores, consiste en determinar el nombre de sus hijos. En efecto, a través del nombre, integrado por el nombre de pila y los apellidos que lo acompañan, se crea un sentido de identidad y pertenencia a la familia.”.

De igual forma, el ministro señala que los padres tienen el derecho de nombrar a sus hijos sin injerencias arbitrarias del Estado y que este derecho no sólo implica el elegir el nombre personal de sus hijos, sino establecer el orden de sus apellidos.

En razón a lo anteriormente expuesto y tomando en consideración que es preponderante el garantizar a los coahuilenses la protección más amplia a sus derechos fundamentales, se propone reformar la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza a fin de que los padres puedan decidir entre sus apellidos paternos y maternos, el orden de los apellidos de sus hijos, eliminándose que dicho apellido deba ser el primero de cada uno de los padres como se establecía anteriormente.

La presente iniciativa tiene por objeto la protección del derecho al nombre, contemplado en el artículo 18 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el cual establece que “Toda persona tiene derecho a un nombre propio y a los apellidos de sus padres o al de uno de ellos.  La ley reglamentará la forma de asegurar este derecho para todos, mediante nombres supuestos, si fuere necesario.”.

En ese sentido, el “Tesauro Jurídico de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Vocabulario Controlado y Estructurado” define el derecho al nombre como un conjunto de signos que constituyen un elemento básico e indispensable de la identidad de cada persona sin el cual no puede ser reconocida por la sociedad; el cual está integrado por el nombre propio y los apellidos; lo rige el principio de autonomía de la voluntad, pues debe elegirse libremente por la persona misma, los padres o tutores, según sea el momento del registro. 

En consecuencia, al regirse dicho derecho por el principio de la autonomía de la voluntad, la ley no debe constituir una barrera, y menos sin justificación razonable como lo es la obligación de únicamente establecer apellidos paternos, para la selección del nombre del niño o niña.

Además, es trascendental mencionar que el orden de los apellidos que se establece actualmente deriva de la tradición de utilizar el apellido paterno para connotar la propiedad del hombre sobre la familia, concibiéndose a la mujer como un integrante de la familia del hombre, siendo éste quien conservaba la propiedad y el apellido de la familia, otorgándosele así mayor jerarquía familiar y social que a la mujer.
Es por lo anterior que, la primacía del apellido paterno consiste en una discriminación entre hombres y mujeres, resultando en un trato desigual hacia las mujeres, reforzando los estereotipos que las denigran, por lo que la imposibilidad legal de registrar los apellidos maternos de cualquiera de los padres implica el considerar que las mujeres tienen una posición secundaria en las relaciones familiares.

Por lo tanto, con esta reforma no solamente se busca la protección al derecho humano de cualquier persona a gozar de un nombre, sino también de los derechos a la igualdad y a la no discriminación, reconocidos por los instrumentos internacionales, así como la legislación federal y estatal.

En ese contexto, la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, señala en su artículo 1 que “la expresión “discriminación contra la mujer” denotará toda distinción, exclusión a restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.”. 

Así mismo, en su artículo 2 se estipula que los Estados Partes condenan la discriminación contra la mujer en todas sus formas, y convienen en seguir una política encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer; en ese sentido, el artículo 5 dispone que los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén basados en la idea de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres.

Además, el artículo 16 de la citada Convención establece que “Los Estados Partes adoptarán todas las medidas adecuadas para eliminar la discriminación contra la mujer en todos los asuntos relacionados con el matrimonio y las relaciones familiares y, en particular, asegurarán, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres: ... g) Los mismos derechos personales como marido y mujer, entre ellos el derecho a elegir apellido, profesión y ocupación;...”.

Por otra parte, a nivel regional, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do Pará”, dispone en su artículo 4 que toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los derechos humanos y a las libertades consagradas por los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos, comprendiendo el derecho a igualdad de protección ante la ley y de la ley.

De igual modo, en el ámbito federal, el artículo 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos señala que “Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.”, y el artículo 4 reconoce que el hombre y la mujer son iguales ante la ley y que ésta protegerá la organización y el desarrollo de la familia.

Por su parte, la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, establece en el primer párrafo del artículo 7 que “Dentro del territorio del Estado, toda persona gozará de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución, en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte.”, además el citado ordenamiento incluye la prohibición de la discriminación por cualquier motivo y reconoce la igualdad de derechos del hombre y de la mujer en todos los ámbitos de la vida cultural, social, jurídica, política y económica.

Derivado de lo anterior, es menester reiterar que las mujeres tienen derecho a intervenir en condiciones de equidad en todas las relaciones que participen, incluyendo las familiares, por lo que la legislación no debe representar un impedimento para el ejercicio de algún derecho, sino al contrario, debe ser utilizada con el propósito de eliminar los estereotipos, roles, costumbres o prejuicios que atentan contra los derechos de las mujeres y que refuerzan su discriminación, aunado a que es necesario que la normatividad evolucione de forma conjunta con nuestra sociedad, buscando la máxima protección de sus integrantes.

Por lo que al permitir en el registro de un niño o una niña, el establecimiento de los apellidos maternos de los padres, se busca eliminar la brecha de desigualdad que a lo largo de la historia ha afectado a las mujeres, teniendo así la misma oportunidad que los hombres de transmitir su apellido, lo anterior con el fin de seguir fortaleciendo su empoderamiento.

Con estas acciones legislativas buscamos poner fin a las restricciones y limitaciones al derecho al nombre, a la igualdad y a la no discriminación, ajustándose el marco normativo estatal con los instrumentos internacionales en materia de derechos humanos a fin de garantizar aun más la igualdad de oportunidades y de trato entre mujeres y hombres.

En virtud de lo anterior, es que ponemos a consideración de este Honorable Congreso del Estado para su revisión, análisis y en su caso aprobación, la siguiente iniciativa de:

D E C R E T O 

ÚNICO. Se reforman los artículos 18, 20 y 23, de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 18. El nombre propio será puesto libremente por quien registre el nacimiento de una niña o niño y los apellidos serán uno de cada uno de los padres; pero si son varios hijas o hijos nacidos de la misma pareja, no podrá imponérseles el mismo nombre propio.

Artículo 20. Los padres acordarán el orden de los apellidos, en caso de desacuerdo, a efecto de salvaguardar el derecho a la identidad de la niña o el niño, el o la oficial del Registro Civil elegirá, tomando en cuenta únicamente los apellidos propuestos por cada uno de los padres, el que corresponda por orden alfabético o, en su caso, por sorteo. 
Artículo 23. Si el reconocimiento se hiciere sólo por uno de los padres se asentarán los apellidos de éste; si fuere hecho por ambos se asentará un apellido de cada uno de ellos, conforme lo dispuesto por los artículos 18 y 20 de esta ley.

T R A N S I T O R I O S

ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, 10 de mayo 2017

Por el Grupo Parlamentario 

“Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”

Del Partido Revolucionario Institucional

DIP. MARTHA GARAY CADENA. 

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. MARÍA DEL SOCORRO LOZANO DÁVILA
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. ANTONIO NERIO MALTOS
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

DIP. LEONARDO JIMÉNEZ CAMACHO
DIP. JULIÁN EDUARDO MEDRANO AGUIRRE
DIP. OLGA LETICIA LARA RODRÍGUEZ
DIP. CLAUDIA MARIBEL GONZÁLEZ ESPINOZA

DIP. GRACIELA TRUEBA CARRILLO
ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN  LOS ARTÍCULOS 18, 20 Y 23 DE LA LEY PARA LA FAMILIA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
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